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Instancia, Sala de 
Aguadilla 
 

Civil núm.: 
A AC2015-0132 (604) 

 
Sobre: Impugnación 
de Expediente de 

Dominio, Desahucio 
en Precario 

 

Panel integrado por su presidenta la Jueza Coll Martí, el Juez Flores 
García y el Juez Rivera Torres. 

 
Rivera Torres, Juez Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones el Sr. José A. 

Arocho Cruz (en adelante el apelante) mediante el Escrito de 

Apelación de epígrafe solicitándonos que revoquemos la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Aguadilla, el 9 de julio de 2018, archivada en autos copia de su 

notificación el 10 del mismo mes y año. En el aludido dictamen el 

foro de primera instancia declaró con lugar la Demanda de 

impugnación de expediente de dominio y desahucio en precario 

instada la Sra. Mirta Feliciano Vendrell (en adelante la apelada).  

Además, declaró No Ha Lugar la reconvención presentada por el 

apelante.  

Luego de evaluar el expediente ante nuestra consideración, 

determinamos que carecemos de jurisdicción para atender la 

apelación presentada por ser su presentación prematura.  

I. 

 Surge del expediente ante nuestra consideración que el 22 de 

octubre de 2015, la apelada presentó una Demanda de Impugnación 
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de Expediente de Dominio y en Solicitud de Desahucio contra el 

apelante. Alegó ser copropietaria en común proindiviso de cierta 

propiedad ubicada en el municipio de Aguadilla1, por virtud de la 

herencia que le dejara su abuela, Juliana Pellot Sagardía.  Aseguró 

que en el caso número A1CI201300934, Ab Intestato Juliana Pellot 

Sagardía, el Tribunal de Primera Instancia declaró como únicos y 

universales herederos de la causante Pellot Sagardía a Mirta 

Feliciano Vendrell (apelada), a Toby Diane Feliciano, Michelle 

Feliciano, Ronald Wilson Rodríguez, Nadeene Renee Rodríguez y 

Vanessa López Vendrell (en adelante los coherederos). 

Sin embargo, tras conocer que la propiedad estaba siendo 

ocupada ilegalmente por el apelante, instó una acción de desahucio 

contra este último en el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Aguadilla, Caso Número AACI2015-00545. No obstante, explicó la 

apelada que esta reclamación se desestimó ante la alegación del 

apelante de haber adquirido la titularidad de la propiedad mediante 

un proceso de Expediente de Dominio ante el tribunal, caso número 

AJV2010-0170, por lo que el proceso debía convertirse en uno 

ordinario.  

Ante ello, la apelada se vio obligada a presentar la reclamación 

de epígrafe ante el TPI. En este reclamo, reiteró que es dueña de la 

propiedad en controversia, y solicitó que se declarara nulo el 

procedimiento de Expediente de Dominio, mediante el cual el 

apelante adquirió titularidad, y se ordenara a este desalojar la 

propiedad.  

Oportunamente, el apelante contestó la demanda y presentó 

la reconvención. Entre sus alegaciones, llamó la atención al hecho 

de que según surge de la Demanda la propiedad pertenecía a una 

                                                 
1 Véase descripción registral de la propiedad en la pág. 2 del apéndice de la 

apelación.  
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sucesión, por lo que era necesario incluir a los miembros de la 

sucesión en el pleito, por ser estos partes indispensables.  

Posteriormente y conforme a la reconvención presentada, el 

apelante solicitó al foro primario que autorizara el emplazamiento por 

edictos para los coherederos Toby Diane Feliciano, Michelle 

Feliciano, Ronald Wilson Rodríguez, Nadeene Renee Rodríguez y 

Vanessa López Vendrell, lo que fue autorizado por el foro de primera 

instancia. Acorde con lo anterior, el 17 de febrero de 2017, notificada 

el 24 del mismo mes y año, el tribunal ordenó que los 

emplazamientos de los coherederos se emitieran por edicto. Surge del 

expediente apelativo que el 3 de mayo de 2017 el TPI anotó la rebeldía 

a los coherederos antes mencionados.  

Luego de los trámites procesales pertinentes, innecesarios 

discutir en este dictamen, se celebró el juicio y conforme a la prueba 

allí desfilada, el 9 de julio de 2018, notificada el 10 de julio siguiente, 

el foro de primera instancia emitió la Sentencia. Esta notificación se 

realizó de forma electrónica mediante el Formulario OAT 1812 

Formulario Único de Notificación – Sentencias, Resoluciones, Órdenes 

y Minutas. No surge del expediente apelativo ni del sistema de 

Consulta de Casos de la Rama Judicial que se hubiese emitido un 

aviso de notificación de sentencia mediante edictos para su 

publicación, en este caso, por la parte reconviniente. 

II. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reiterado en diversas 

ocasiones que los tribunales debemos ser celosos guardianes de 

nuestra jurisdicción. Cordero v. Oficina de Gerencia de Permisos y 

otros, 187 DPR 445 (2012); Vázquez v. ARPe, 128 DPR 531, 537 

(1991); Martínez v. Junta de Planificación, 109 DPR 839, 842 (1980). 

Las cuestiones relativas a la jurisdicción, por ser privilegiadas, deben 

ser resueltas con preferencia a cualesquiera otras. S.L.G. Szendrey-

Ramos v. F. Castillo 169 DPR 873, 882 (2007); Morán v. Martí, 165 
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DPR 356, 364 (2005); Vega et al. v. Telefónica, 156 DPR 584, 595 

(2002). Una vez un tribunal entiende que no tiene jurisdicción solo 

tiene autoridad para así declararlo y, por consiguiente, desestimar el 

recurso. Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 DPR 345, 355 

(2003). 

La jurisdicción es el poder o la autoridad que posee un tribunal 

para considerar y decidir casos y controversias. A.S.G. v. Municipio 

San Juan, 168 DPR 337 (2006); Brunet Justiniano v. Gobernador, 130 

DPR 248 (1992). Es por ello que, como celosos guardianes de nuestro 

poder de intervención apelativa, si carecemos de jurisdicción para 

atender los méritos de un recurso, nuestro deber es así declararlo y 

sin más, proceder a desestimar. García Hernández v. Hormigonera 

Mayagüezana, Inc., 172 DPR 1(2007). En atención a esto, la Regla 83 

de nuestro Reglamento sobre desistimiento y desestimación, nos 

concede facultad para desestimar por iniciativa propia un recurso de 

apelación o denegar la expedición de un auto discrecional, entre 

otras razones, por falta de jurisdicción. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83.  

De otra parte, la jurisdicción y competencia de este tribunal 

está establecida en el Artículo 4.006 la Ley de la Judicatura del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico, Ley núm. 201-2003, el cual 

dispone que este tribunal podrá revisar mediante distintos recursos 

las resoluciones, órdenes o sentencias emitidas por el Tribunal de 

Primera Instancia y los dictámenes emitidos por agencias 

administrativas. 4 LPRA sec. 24 (x). Por consiguiente, para que 

podamos atender un recurso, tiene que existir un dictamen anterior 

del cual se pida nuestra revisión. De lo contrario, estamos impedidos 

de atender la petición. El Tribunal de Apelaciones únicamente podrá 

atender en primera instancia los recursos de hábeas corpus o 

mandamus, ambos recursos extraordinarios. Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 54, 55. Salvo estos 

recursos, se requiere que en los demás escritos que se presenten ante 
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nuestra consideración se cuestione algún dictamen emitido por el 

foro de primera instancia o por una agencia administrativa. 

Un tribunal carece de jurisdicción para adjudicar una 

controversia cuando se presenta un recurso de forma prematura.  Un 

recurso prematuro es aquel presentado en la secretaría de un 

tribunal antes de que el asunto esté listo para su adjudicación. De 

tal forma, un recurso prematuro, al igual que uno tardío, adolece del 

grave e insubsanable defecto de falta de jurisdicción y tiene que ser 

desestimado. Padilla Falú v. A.V.P., 155 DPR 183, 192 (2001); 

Rodríguez v. Zegarra, 150 DPR 649, 654 (2000). Su presentación 

carece de falta de eficacia y no produce ningún efecto jurídico, pues 

en el momento de su presentación un foro apelativo no tiene 

autoridad judicial para acogerlo; menos para conservarlo con el 

propósito de luego reactivarlo en virtud de una moción informativa.  

Julia Padró et al v. Epifanio Vidal, S. E., 153 DPR 357, 366 (2001). 

De otra parte, en Caro v. Cardona, 158 DPR 592, 599 (2003), 

el Tribunal Supremo expresó que “[la] correcta y oportuna 

notificación de las [resoluciones], órdenes y sentencias es un 

requisito sine qua non de un ordenado sistema judicial. Su omisión 

puede conllevar graves consecuencias, además de crear demoras e 

impedimentos en el proceso judicial.” Las resoluciones u órdenes 

deben notificarse correctamente para que surtan efecto. Plan Salud 

Unión v. Seaboard Sur. Co., 182 DPR 714, 723-724 (2011); Dávila 

Pollock et als. v. R.F. Mortgage, 182 DPR 86, 96 (2011); R & G 

Mortgage v. Arroyo Torres y otros, 180 DPR 511, 520 (2010). Una vez 

el dictamen es notificado correctamente, el término para presentar el 

recurso apelativo comienza a transcurrir. Íd. Es por esto que las 

Reglas de Procedimiento Civil le imponen al secretario del tribunal la 

obligación de notificarle a las partes afectadas la decisión tomada y 

archivar en autos una copia de dicha notificación. Tan importante es 

dicha notificación que la Regla 46 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 
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Ap. V, R. 46, establece que la sentencia no surtirá efecto y que los 

términos para apelar o solicitar revisión no comenzarán hasta que se 

archive en autos copia de su notificación a todas las partes. Por lo 

tanto, la falta de una notificación apropiada puede afectar el derecho 

de una parte a disputar la sentencia dictada. Plan de Salud Unión v. 

Seaboard Sur Co., 182 DPR 714, 722-723 (2011); R & G Mortgage v. 

Arroyo Torres y otros, supra, pág. 520; Falcón Padilla v. Maldonado 

Quirós, 138 DPR 983, 990 (1995).   

La Regla 65.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 65.3 

regula la forma en que se deben notificar las órdenes, resoluciones y 

las sentencias. La precitada Regla establece que luego de archivarse 

en autos copia de la notificación del registro y archivo de una orden, 

resolución o sentencia, el Secretario notificará tal archivo en la 

misma fecha a todas las partes que hayan comparecido en el pleito. 

Dicha notificación se remitirá a la última dirección que se haya 

consignado en el expediente por una parte que se auto-representa o 

a la dirección del abogado que surja del registro del Tribunal 

Supremo para recibir notificaciones. 

En lo pertinente, la Regla 65.3 (c) de Procedimiento Civil, 

supra, establece lo siguiente:  

(c) […]  En el caso de partes en rebeldía 
que hayan sido emplazadas, por edictos y que 
nunca hayan comparecido en autos o de partes 

demandadas desconocidas, el Secretario o 
Secretaria expedirá un aviso de notificación de 

sentencia por edictos para su publicación por la 
parte demandante. El aviso dispondrá que éste 
debe publicarse una sola vez en un periódico de 

circulación general en la Isla de Puerto Rico dentro 
de los diez (10) días siguientes a su notificación e 

informará a la parte demandada de la sentencia 
dictada y del término para apelar. Todos los 
términos comenzarán a computarse a partir de la 

fecha de la publicación del edicto, la cual deberá 
acreditarse mediante una declaración jurada del 
(de la) administrador(a) o agente autorizado(a) del 

periódico, acompañada de un ejemplar del edicto 
publicado. 
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El Tribunal Supremo interpretando el citado texto, resolvió que 

el mismo se dirige únicamente a dos circunstancias: (1) cuando la 

parte en rebeldía ha sido emplazada por edicto y nunca ha 

comparecido, y (2) cuando la parte demandada es desconocida. 

Popular de Puerto Rico v. Andino Solís, 192 DPR 172 (2015); Yumac 

Home v. Empresas Massó, 194 DPR 96 (2015).   

En los casos en que una parte haya sido emplazada por edictos 

y se desconoce su paradero, dicha parte deberá ser notificada de la 

sentencia recaída en rebeldía mediante la publicación de edictos, 

esto es, de la misma forma en que fue notificada de la demanda en 

su contra. Esta norma garantiza las exigencias del debido proceso de 

ley. Falcón Padilla v. Maldonado Quirós, supra, pág. 993.  

Así, si en el pleito existe una parte que está en rebeldía y nunca 

compareció, la Secretaría del tribunal debe expedir un aviso de 

notificación de sentencia por edicto para que sea publicado por el 

demandante. Una vez se publique el aviso de notificación de 

sentencia por edicto, la parte demandante deberá acreditar su 

publicación al foro sentenciador, y notificar a las partes sobre la 

publicación de los edictos, para así cumplir con un debido proceso 

de ley. Recordemos, que es desde la fecha en que se publicó el edicto 

que comienza a transcurrir el término para apelar la sentencia 

emitida. R & G Mortgage v. Arroyo Torres y otros, supra, pág. 524-

525. 

 Como señalamos, lo anterior responde a que el debido proceso 

de ley requiere la correcta notificación de la sentencia a todas las 

partes. Si a una de las partes no se le notifica la sentencia, entonces 

esta no tiene efecto e impide que pueda ser ejecutada. Álvarez v. 

Arias, 156 DPR 352, 371 (2002). En fin, para que un dictamen del 

tribunal surta efecto, no solamente tiene que ser emitido por un 

tribunal con jurisdicción, sino que también debe ser notificado 

adecuadamente a las partes, ya que es a partir de dicha notificación 
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que comienzan a transcurrir los términos para la revisión judicial de 

la misma. R & G Mortgage v. Arroyo Torres y otros, supra, pág. 525. 

III. 

En el presente caso el Tribunal de Primera Instancia autorizó 

el emplazamiento por edictos de los coherederos, Toby Diane 

Feliciano, Michelle Feliciano, Ronald Wilson Rodríguez, Nadeene 

Renee Rodríguez y Vanessa López Vendrell, pero aun así estos no 

comparecieron ante el foro judicial. Por lo que, tras la solicitud de la 

parte apelante, quien presentó reconvención contra los coherederos, 

el foro primario les anotó la rebeldía.2 Ante tal situación, el dictamen 

final del caso de epígrafe debió ser notificado por edicto. 

Correspondía a la Secretaría del Tribunal de Primera Instancia emitir 

un aviso de notificación de sentencia por edicto para que la parte 

apelante publicara el mismo. Sin embargo, ello no ocurrió.  

Surge del expediente que el foro primario emitió Sentencia el 9 

de julio de 2018, y fue notificada por correo electrónico a los 

representantes legales de las partes el 10 de julio de 2018 mediante 

el formulario OAT 1812 Formulario Único de Notificación – Sentencias, 

Resoluciones, Órdenes y Minutas. No surge del expediente apelativo 

ni del sistema de Consulta de Casos de la Rama Judicial que se 

hubiese emitido un aviso de notificación de sentencia mediante 

edicto para su publicación por la parte apelante-reconviniente o que 

la notificación se hubiese emitido mediante el formulario OAT 686 

Notificación de Sentencia por Edictos o el OAT 1719 Notificación 

Electrónica (Notificación de Sentencia por Edictos -SUMAC)3. 

Consecuentemente, debemos concluir que en el presente caso no se 

realizó una notificación conforme lo establece la Regla 65.3 de 

                                                 
2 Véase Notificación del Tribunal de Primera Instancia del 3 de mayo de 2017, 

pág. 65 del apéndice de la apelación.  
3 Surge de la Circular Núm. 12, Año Fiscal 2016-2017, emitida por el Director 
Administrativo de Tribunales, Hon. Sigfrido Steidel Figueroa, el 4 de noviembre 

de 2016, que el Formulario Único de Notificación no sustituye los formularios OAT 

686 Notificación de Sentencia por Edictos o el OAT 1719 Notificación Electrónica 
(Notificación de Sentencia por Edictos -SUMAC).  
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Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia aplicable, por lo que 

la misma es ineficaz en derecho.    

Al ser prematuro el reclamo del apelante, estamos impedidos 

de entender sobre los méritos de los planteamientos que propone. La 

falta de notificación adecuada o la notificación defectuosa impide el 

trámite ordinario del caso. Una vez el dictamen sea notificado 

correctamente, el término para presentar el recurso apelativo 

comenzará a transcurrir.  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, desestimamos el recurso de 

apelación por falta de jurisdicción. Se devuelve el caso al Tribunal de 

Primera Instancia para que se expida el Aviso de Notificación de 

Sentencia por Edictos correspondiente y la parte apelante-

reconviniente cumpla con la Regla 65.3(c) de Procedimiento Civil, 

supra. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


